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Introducción

La desigualdad de género en la vida pública y privada de nuestro país ha sido observada desde las más 
diversas agendas de investigación e intervención. Sin embargo, resulta difícil hallar mediciones que 
aborden la totalidad de las jurisdicciones del país a través de un mapa federal de desafíos. Para saldar 
esa deuda, desde Fundar hemos elaborado un Índice Subnacional de Igualdad de Género (ISIG) que 
da cuenta de las brechas de género en el plano de la toma de decisiones y la representación política, 
la educación, la salud y el mercado de trabajo e ingresos. Cada una de estas medidas pone en diálogo 
de modo sintético y agregado un conjunto de indicadores construidos para pensar la situación de cada 
provincia en la actualidad. 

Como adelanto de ese trabajo más ambicioso, en esta oportunidad presentamos la primera dimensión 
del Índice Subnacional de Igualdad de Género (ISIG): el Índice de Género, Decisión y Representación 
(IGDR). El IGDR se agregará luego con los otros tres subíndices correspondientes a las restantes dimen-
siones mencionadas en el párrafo anterior.

Hemos decidido comenzar la divulgación de las dimensiones del Índice Subnacional de Igualdad de 
Género (ISIG) por su componente sobre poder de decisión y representación, dada su relevancia para 
encarar los desafíos vigentes a cuatro décadas de construcción democrática. En ese proceso de demo-
cratización el despliegue de diversas modalidades de acción afirmativa ha ocupado un rol clave en la 
incorporación de mujeres a la vida pública del país. 

Argentina fue el primer país del mundo en otorgar por ley pisos de participación en el plano de la repre-
sentación política de las mujeres en el sistema electoral (Caminotti, 2009; Tula y Martín, 2021). Con la Ley 
N° 24.012, sancionada en 1991, Argentina inauguró una política de trato diferenciado para la elección de 
mujeres como representantes en el Congreso de la Nación. La ley exigió que en cada distrito electoral 
las listas de candidaturas debían incorporar un 30% de mujeres “con posibilidad de resultar electas.” 
Dos décadas y media más tarde, cuando ese porcentaje parecía ya significar un techo, la Ley N° 27.412, 
aprobada en 2017, estableció un mandato de paridad al requerir la conformación de las listas mediante 
la intercalación de postulantes varones y mujeres hasta completar el total, con el objetivo de promover 
un 50% de candidatas mujeres. Esta posición de vanguardia de nuestro país en la lucha por la igualdad 
entre los géneros en el plano de la representación política también ha sido acompañada por las impor-
tantes movilizaciones de los feminismos en eventos como el Ni Una Menos de 2015 y los debates que 
llevaron a la aprobación de la Ley de Interrupción Voluntaria del Embarazo en 2020. La acción de los 
movimientos feministas ha convocado al Estado para mirar de frente a la desigualdad de género en 
todas sus formas. 

A pesar de las tres décadas de vigencia de estas innovaciones y de los importantes niveles de movili-
zación sostenidos por el activismo, aún persisten en el ámbito federal grandes desafíos para lograr un 
acceso equitativo de las mujeres a las diversas esferas del poder político y económico (ELA, 2010; ELA, 
2020). Así lo han mostrado diversos estudios que dan cuenta de la tarea pendiente en la integración real 
de las mujeres a todos los poderes del Estado y del sector privado. Por ejemplo, el gabinete nacional 
con mayor presencia de mujeres en términos absolutos se dio recién en 2014 cuando cinco mujeres 
ocupaban el cargo de ministras. En términos relativos, el mayor porcentaje de ministras alcanzado en el 
gabinete nacional (30%) ocurrió en 2009.  Actualmente las cuatro ministras que forman parte del gabi-
nete ministerial representan el 22% de su integración. En el Poder Legislativo, gracias al impacto de las 
normativas de cupo y paridad sobre la composición de listas, se observa una representación relativa-
mente paritaria en ambas Cámaras del Congreso de la Nación. No obstante, la llegada de las mujeres a 
puestos de autoridad legislativa en las Cámaras ha sido más tardía (Tula, 2004); la Cámara de Diputados 
de la Nación tuvo por primera vez una presidenta mujer en 2022. Por otro lado, solo dos mujeres han 
integrado la Corte Suprema de Justicia de la Nación en períodos democráticos. 
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La masculinización del poder no es un problema exclusivo del sector público. La escasa integración de 
mujeres a los puestos directivos de las organizaciones del sector privado es un fenómeno que completa 
el perfil de una problemática extendida a través de los ámbitos de toma de decisión públicos y privados 
(ELA, 2020). La ausencia de mujeres en ámbitos de toma decisión no estatales se observa además en 
ámbitos clave como la Unión Industrial Argentina, donde solo tres de los veintiséis miembros del Comité 
Ejecutivo son mujeres, o en la Sociedad Rural Argentina, donde una de diecinueve directivos es mujer.

En el curso de las últimas décadas, el uso de las herramientas de acción afirmativa y el desarrollo de una 
comunidad científica enfocada en el estudio de la incorporación de las mujeres a la política dio lugar a 
una abundante literatura, que ha estudiado el impacto de las políticas de cupo o paridad, las trayectorias 
de las candidatas, la transformación de la representación en los partidos políticos y el liderazgo de ámbi-
tos dentro del Congreso. Estos estudios también han indagado en el impacto de estas herramientas en 
las agendas parlamentarias y los compromisos feministas sobre la igualdad (Schwindt-Bayer, 2006; Htun 
et. al., 2013; Pérez, 2014; Caminotti y Piscopo, 2019). En los últimos años, además, diversos proyectos 
han generado importantes fuentes de datos para monitorear la presencia de mujeres en lugares de deci-
sión. Entre ellos, cabe destacar iniciativas como el Proyecto Atenea y otras centradas en la producción 
de bases de datos, informes e índices a nivel federal, como el proyecto Mujeres en el Poder del Equipo 
Latinoamericano de Justicia y Género (ELA),  el Feminindex de Ecofeminita, o los relevamientos 
territoriales de Democracia Paritaria 2022 del Ministerio del Interior de la Nación.

Pese a las contribuciones realizadas por el trabajo académico, los informes y las bases de datos dispo-
nibles, es todavía muy poco lo que sabemos de forma sistemática sobre las desigualdades de género 
en materia de toma de decisiones y representación en el plano provincial. En particular, porque el foco 
recurrente de la literatura disponible en el Estado nacional suele pasar por alto las heterogeneidades que 
existen en el plano subnacional. Ahora bien, el vacío histórico sobre las observaciones provinciales ha 
comenzado a saldarse en algunas investigaciones más recientes. Una primera línea de estudios en ese 
sentido ha analizado el funcionamiento de las herramientas de acción afirmativa en el poder legislativo 
provincial (Caminotti y Freidenberg, 2016; Tula y Martín, 2021). El mismo Proyecto Atenea1 ha incorpo-
rado en su última edición estudios de caso sobre la provincia de Córdoba (2019) y la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires (2022). Por otro lado, si bien las indagaciones sobre acceso de mujeres a cargos eje-
cutivos en las provincias se concentran mayormente en el nivel nacional (Escobar-Lemmon y Taylor 
Robinson 2005, 2009, 2016; Krook y O’Brien, 2012, Arriola y Johnson 2014; Jalalzai 2016), algunos tra-
bajos han observado la presencia de mujeres en los gabinetes provinciales (Barnes, Ciocci y Lopreite, 
2019; Canelo, 2020). Finalmente, en los reportes, bases de datos y páginas web enfocados de forma 
más panorámica en la incorporación de mujeres al poder (como por ejemplo, aquellos elaborados por 
ELA, el Ministerio del Interior y Ecofeminita) se han incluido en los últimos registros datos provinciales 
sobre la presencia de mujeres en intendencias y poderes judiciales.  

Las fuentes mencionadas en el párrafo anterior coinciden, sin embargo, en la necesidad de seguir pro-
fundizando las observaciones subnacionales y expandir la mirada a otros poderes del Estado local y del 
sector privado provincial. El desafío de avanzar sobre las injusticias de género requiere un abordaje que 
contemple las realidades subnacionales y el rol que tienen estos gobiernos: esa es la prioridad que 
inspira tanto el Índice Subnacional de Igualdad de Género (ISIG), como este adelanto, el Índice de 
Género, Decisión y Representación (IGDR). El trabajo de recopilación y procesamiento de datos para 
las veinticuatro jurisdicciones que presentamos en las siguientes páginas complementa los esfuer-
zos previos. Al hacerlo, refuerza el hallazgo de que lo que ocurre a nivel nacional se replica en las rea-
lidades provinciales. Esta desigualdad endémica en los espacios de toma de decisión sugiere que se 
trata de un problema público sistémico e inherente al paisaje del poder en Argentina. 

1  El proyecto Atenea es un mecanismo que busca incrementar la participación política de las mujeres en América Latina a través de 
reformas legislativas que les permitan ocupar cargos de liderazgo político para representar e influir en el desarrollo de sus sociedades. Su 
herramienta central es el “Índice de Paridad Política”, un instrumento que permite medir el ejercicio real de los derechos políticos de las 
mujeres en un país determinado y a un nivel comparativo regional. La iniciativa es un proyecto conjunto de PNUD, ONU Mujeres e IDEA.
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https://www.undp.org/es/argentina/publicaciones/proyecto-atenea-ipp
https://www.undp.org/es/argentina/publicaciones/proyecto-atenea-ipp
https://www.mujeresenelpoder.org.ar/
https://www.mujeresenelpoder.org.ar/
https://feminindex.com/
https://feminindex.com/
https://feminindex.com/
https://www.argentina.gob.ar/interior/observatorioelectoral/informes-de-democracia-paritaria/relevamientos-territoriales-de
https://www.argentina.gob.ar/interior/observatorioelectoral/informes-de-democracia-paritaria/relevamientos-territoriales-de
https://www.undp.org/es/argentina/publicaciones/proyecto-atenea-ipp
https://www.mujeresenelpoder.org.ar/
https://www.argentina.gob.ar/interior/observatorioelectoral/informes-de-democracia-paritaria/relevamientos-territoriales-de
https://ecofeminita.com/mascarlosquegobernadoras/?v=5b61a1b298a0
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El IGDR busca además profundizar nuestra comprensión de este fenómeno a partir de una agregación 
de medidas que facilita la observación de la variación de contextos entre provincias y  entre poderes y 
el sector privado al interior de cada una de ellas. El IGDR permite medir el grado de participación de las 
mujeres en las esferas de poder político-económico provincial y realizar un análisis empírico a partir 
de un conjunto de siete indicadores seleccionados, que se detallan más abajo en la sección metodo-
lógica. Nuestro índice ofrece, además, la posibilidad de organizar en un ránking las veinticuatro juris-
dicciones provinciales, realizar un análisis por los dos componentes que hacen al IGDR, ejecutar una 
segmentación por grupos de provincias de su situación comparada, y disponibilizar los datos a nivel 
provincial que facilitará futuros estudios. Los resultados arrojados brindan, entonces, un porcentaje 
final que busca capturar el nivel de igualdad de género en cada provincia a partir de los indicadores 
seleccionados.  

Confiamos en que la disponibilidad del IGDR habilitará el desarrollo de nuevas investigaciones com-
paradas y otras que fomenten el aprendizaje sobre experimentos institucionales menos conocidos. 
Como lo han detectado investigaciones previas, existe un amplio margen para aprender tanto entre 
jurisdicciones como en el interior de cada jurisdicción. Contar con nuevos datos locales como los 
que ofrece el IGDR puede aportar también al desarrollo de estudios comparados en torno a esas 
innovaciones. Nos hallamos, además, de cara a un campo fértil para el diseño de nuevas reformas  
desde la política pública y los mecanismos institucionales (Bacchi y Goodwin, 2016). En ese sentido, 
los Estados provinciales y sus sociedades civiles tienen la potencia de reforzar su protagonismo. Los 
Estados y las expresiones locales de los movimientos feministas pueden moldear nuevas acciones 
o transplantar experiencias exitosas de otras provincias para continuar combatiendo la desigualdad, 
como parte de una transformación social, política y cultural  (Htun y Weldon, 2018). 

El desafío de avanzar sobre las injusticias de género requiere 
un abordaje que contemple las realidades subnacionales y el 
rol que tienen los gobiernos provinciales: esa prioridad es la 
que inspira el trabajo que presentamos aquí. 

¿Por qué comenzar por el Índice de Género, Decisión y Representación? Como lo adelantamos, el 
IGDR es uno de los cuatro subíndices que integra el Índice Subnacional de Igualdad de Género (ISIG). 
Además del hecho de que las investigaciones existentes reclaman hace tiempo la necesidad de 
observaciones subnacionales, pensamos que empezar por este índice es clave por otras razones. 
Veamos algunas.

En primer lugar, las élites políticas y privadas provinciales tienen un importante peso en su rol de 
empleadoras de las burocracias, como responsables de las políticas educativas y de salud (cuya 
potestad recae en las provincias). También es clave su rol en la asignación y ejecución del gasto 
público provincial y en las iniciativas de desarrollo productivo. Del mismo modo, diversos estudios aca-
démicos sugieren que una mayor participación de mujeres en el gobierno impacta positivamente en 
varios indicadores sociales de igualdad de género; esto puede observarse en la disminución de bre-
chas de género en las tasas de empleo y en la graduación escolar (Park y Liang, 2019), el aumento del 
presupuesto en políticas de asistencia a madres y de cuidados en la primera infancia (Besley y Case, 
2003; Bratton y Ray, 2002), en la mayor inversión en infraestructura que favorece principalmente a las 
mujeres (Chattopadhyay y Dufló, 2004) y en la probabilidad de apoyo a legislación de despenalización 
del aborto (Berkman y O’Connnor, 1993)2. Por otro lado, dado que las mujeres son —al menos— la 
mitad de la población, su representación descriptiva en los espacios institucionales del gobierno es 
imprescindible para la legitimidad de la democracia (Granara, 2014).

2  Para una revisión de la literatura sobre el efecto de la representación política de las mujeres en el gobierno y su efecto sobre políticas 
sustantivas ver: Hessami y Lopes da Fonseca (2020). 
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Las élites judiciales ejercen influencia, por su parte, a través de decisiones que caen bajo las potesta-
des provinciales, mientras que las élites económicas locales tienen un rol central como empleadoras 
en el sector privado. En el caso argentino, esta influencia de los liderazgos públicos y privados sobre 
las jurisdicciones provinciales se exacerbó además a partir de los procesos de descentralización de la 
década de los noventa. La región lideró la transferencia de potestades y recursos a los niveles locales e 
intermedios de forma influyente para el resto del mundo en materia de descentralización: este proceso 
ha repercutido en la integración de las mujeres a la vida pública y privada (Rodríguez Gustá, 2019). 

En ese escenario, la desigualdad de género en las cuatro dimensiones del Índice Subnacional de 
Igualdad de Género (ISIG) es, en buena medida, producto de decisiones u omisiones que se dan en el 
plano de la política provincial: también es el resultado del impacto que iniciativas institucionales (como 
las acciones afirmativas) han tenido o pueden tener en el futuro de esas realidades. A su vez, las áreas 
de salud y educación, donde los gobiernos provinciales tienen amplias potestades, están feminizadas 
en comparación con el resto. 

Como sugieren los párrafos anteriores, comprender mejor el alcance y las condiciones de la integración 
de las mujeres a los distintos ámbitos del poder provincial y sus élites es clave para entender luego en 
qué medida y en dónde acceden a puestos de relevancia. Los Estados provinciales son los que deciden 
el abordaje de la desigualdad de género desde la política pública y sus liderazgos privados. Además, las 
provincias están conducidas por gobernadores que son actores centrales en el devenir político provin-
cial y del país. Su importancia está determinada tanto por el poder que proyectan en sus jurisdicciones 
como por el que ejercen hacia el ámbito federal a través de mecanismos institucionales y de reglas infor-
males. De este modo, quienes ocupan puestos de decisión en los gobiernos provinciales concentran 
las decisiones sobre política pública y económica provincial al acceder al control de recursos fiscales 
y tener un alto nivel de discrecionalidad sobre el gasto provincial en políticas socialmente relevantes 
(Barnes, Ciocci y Lopreite, 2019). Al mismo tiempo, el protagonismo que ostentan no está circunscripto 
a los límites territoriales de sus provincias, sino que se extiende hacia el gobierno, el Congreso y la eco-
nomía, donde también juegan un rol decisivo para el país.

En síntesis, las provincias forman parte del panorama del poder que integra lo local y lo nacional:  su 
observación sistemática y comparada resulta clave para comprender mejor cómo se insertan las 
mujeres en el entramado de esferas de poder solapadas e integradas de un país federal. Algunos 
campos epistémicos han avanzado más que otros en la producción de conocimiento para entender 
en dónde se encuentran y en qué medida están rezagadas con respecto a la influencia que tienen 
sus pares varones. La comparación sistemática entre poderes y provincias que facilita el Índice que 
presentamos en las siguientes páginas nos permitiría construir un mapa en el que localizar con más 
claridad dos cuestiones: en qué áreas de cada provincia ha avanzado más la participación igualitaria 
de las mujeres en cuanto a poder y participación política, y qué casos de éxito pueden ser estudiados 
y replicados, incorporando las particularidades locales. Es por ello que hemos decidido comenzar por 
la divulgación del Índice de Género, Decisión y Representación (IGDR).

El resto del trabajo se organiza de la siguiente manera. La introducción se completa con el acápite 
“Conceptualización y Metodología”, en el que describimos de forma breve el concepto de igualdad de 
acceso al poder que inspira el IGDR. En la misma sección se detalla la metodología para la construc-
ción del Índice. Esta descripción metodológica se completa con más detalle en el Anexo I al final del 
documento. A continuación, el documento se divide en dos partes. La primera, titulada “Igualdad de 
género, decisión y representación: un análisis en perspectiva subnacional”, presenta el ránking gene-
ral del IGDR y se describe el análisis de los resultados de forma agregada, diferenciando los com-
ponentes de toma de decisión y representación política. En una segunda instancia de esta primera 
parte se distinguen tres agrupamientos de provincias del país a partir del ratio de su performance 
en los distintos indicadores. Finalmente, se detallan los resultados del Análisis de Componentes 
Principales. La segunda parte de este trabajo, titulada “Fichas provinciales”, incluye la descripción que 
permite interpretar los datos correspondientes a los componentes e indicadores plasmados en las  
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veinticuatro fichas provinciales que se detallan en el Anexo II. En última instancia, el documento ofrece 
una breve elaboración de conclusiones sobre los principales hallazgos y su implicancias para la inves-
tigación académica y las iniciativas de intervención desde el Estado y la sociedad civil. 

Conceptualización y metodología

La desigualdad de género es un concepto multidimensional que ha sido abordado en diversos estu-
dios empíricos a nivel global. Algunos indicadores, como el Índice de Desarrollo relativo al género 
(IDG) del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), se han concentrado en las dimen-
siones de salud, ingresos y educación (PNUD, 2022). Otros han incluido también indicadores relati-
vos al acceso a posiciones de poder en el Parlamento como el Índice de Potenciación de la Mujer 
(Gender Empowerment Measure) (UNDP, 1995), el Informe Global de Brecha de Género del Foro 
Económico Mundial (World Economic Forum, 2022), el Índice de Igualdad de Género del Instituto 
Europeo de la Igualdad de Género, entre otros3.

Algunos índices se han concentrado específicamente en medir la desigualdad de género en su 
dimensión política. Tal como lo mencionamos más arriba, en nuestro país se han generado índices 
en este plano en el marco de proyectos como Atenea o Sexo y Poder. Por ejemplo,  el Índice de 
Paridad Política de Atenea considera diversos indicadores: la desigualdad en el acceso al parla-
mento, la presencia de mujeres en el gabinete nacional y la desigualdad en nueve países de la región 
en la cantidad de años de permanencia en el poder del jefe de Estado según género (Atenea, 2017, 
2021). Como estos reportes no se dedican al análisis provincial, recomiendan suplir esa vacancia. 

Todo Índice es un indicador de síntesis, lo que significa que 
debe leerse como un mapa de problemas señalados; puede 
contribuir a un diagnóstico sobre las causas del fenómeno, 
pero no pretende dar una explicación acabada.

A diferencia de otros estudios e índices previos, el IGDR se concentra en la desigualdad de género 
en el acceso al poder provincial. Nuestra propuesta, además de observar el acceso a cargos ejecuti-
vos y legislativos, incorpora al análisis el acceso al Poder Judicial y al poder económico, todo a nivel 
subnacional. Es decir, abarcamos la desigualdad entre géneros en las posibilidades de integrar las 
élites políticas, judiciales y económicas de cada provincia. Definimos la desigualdad en el acceso al 
poder como la medida en que la representación por género en las élites políticas, judiciales y econó-
micas difiere de una situación de paridad. Esta definición se basa en otras preexistentes, que consi-
deran la desigualdad de género como la distancia entre la representación por géneros actual y la que 
habría en una situación de paridad (Young et al. 1994, 57). La construcción de un Índice que atienda 
este problema permite satisfacer la necesidad de medir esa distancia entre representación actual y 
situación de paridad, así como atender a la multidimensionalidad del fenómeno. Al mismo tiempo, es 
importante señalar que todo Índice es un indicador de síntesis, lo que significa que debe leerse como 
un mapa de problemas señalados; puede contribuir a un diagnóstico sobre las causas del fenómeno, 
pero no pretende dar una explicación acabada. Además, es relevante considerar que debido a la casi 
nula producción y disponibilidad de datos que midan la situación de personas trans, travesti y no 
binarias (TTNB), este Índice se nutre exclusivamente de información binaria, es decir que atañe solo a 
la categorización varones y mujeres.

Para atender a la multidimensionalidad que mide el IGDR, los indicadores se organizan en dos com-
ponentes: representación política y poder de decisión. Es importante distinguir entre el componente 

3  Para una revisión de la literatura el uso de índices sobre desarrollo, críticas, decisiones metodológicas, entre otros factores, ver: 
Hawken, A. y Munck, G. (2013), Liebowitz, D. y Zwingel, S. (2014) Santos. E y Santos, G. (2014).
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https://www.undp.org/es/argentina/news/argentina-en-la-actualizaci%C3%B3n-estad%C3%ADstica-del-idh-2018
https://www.undp.org/es/argentina/news/argentina-en-la-actualizaci%C3%B3n-estad%C3%ADstica-del-idh-2018
https://www.weforum.org/reports/global-gender-gap-report-2022
https://www.weforum.org/reports/global-gender-gap-report-2022
https://www.weforum.org/reports/global-gender-gap-report-2022
https://www.weforum.org/reports/global-gender-gap-report-2022
https://eige.europa.eu/gender-equality-index/2021
https://eige.europa.eu/gender-equality-index/2021
https://eige.europa.eu/gender-equality-index/2021
https://ateneaesparidad.com/indice-de-paridad-politica/
https://ateneaesparidad.com/indice-de-paridad-politica/
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representativo de los cuerpos legislativos, en donde la incorporación de legisladoras busca garan-
tizar la representación de mujeres, y el poder de decisión, en el cual la toma de decisiones no está 
formada necesariamente por un órgano colegiado y las reglas de acceso no son siempre electivas.

A su vez, el componente poder de decisión está compuesto por cuatro indicadores y el componente 
representación política está integrado por tres indicadores, según surge de la Tabla 1. Por otra parte, 
en el Anexo I al final de este documento se detalla la descripción de cada uno de los indicadores y 
las fuentes de información a partir de las cuales han sido elaborados. Del mismo modo, posterior a 
esta publicación se disponibilizarán las bases de datos en un formato accesible con la información 
correspondiente a cada uno.

Los indicadores de Poder Ejecutivo Municipal, Poder Legislativo Municipal y Poder Ejecutivo 
Provincial relevan hasta agosto de 2022 inclusive. Los datos de la Oficina de la Mujer de la Corte 
Suprema de Justicia datan del año 2021. Los datos de liderazgo privado obtenidos del trabajo Rojo, 
S.; Benitez, N.; Schteingart, D.; y Laham, S. (marzo de 2022) corresponden al año 2020. Los datos de 
Poder partidario fueron relevados en octubre de 2022 y cubren el período 2017-2021.

Arquitectura del Índice de Género, Decisión y Representación (IGDR)

Componente Variable Indicador Fuente

Poder de
decisión

Poder Ejecutivo
Municipal

Intendentes/as (presidentes/as de jun-
tas comunales en CABA)

Reporte Democracia Paritaria-  
Ministerio del Interior -
Agosto 20224

Poder Ejecutivo
Provincial 
(indicador compuesto)

Autoridades ministeriales en gabinete 
provincial y Género de gobernador/a

Elaboración propia con base 
en páginas institucionales 
de gobiernos provinciales y 
fuentes secundarias (Fecha de 
consulta: agosto 2022)

Poder Judicial
Provincial

Máximas autoridades (ministros/as y 
magistradas/os) en el sistema de justicia 
provincial

Oficina de la Mujer -
Corte Suprema de Justicia de 
la Nación (Fecha de consulta: 
agosto 2022)

Liderazgo privado
Liderazgo de MiPyMEs radicadas en la 
provincia, según titularidad y/o com-
posición accionaria

Rojo, S.; Benitez, N.; Schtein-
gart, D.; y Laham, S. (2022)-  
Ministerio de Desarrollo Pro-
ductivo de la Nación - 2020

Representación 
política

Poder Legislativo
Municipal

Bancas en concejos deliberantes ( juntas 
comunales en CABA)

Reporte Democracia Paritaria -
Ministerio del Interior -
Agosto 2022

Poder Legislativo
Provincial

Asientos parlamentarios en Cámara Baja 
o Legislatura provincial

Legislaturas Conectadas -
Red Interparlamentaria (Fecha 
de consulta: agosto 2022)

Poder partidario Listas electorales al Congreso de la 
Nación

Cámara Nacional Electoral 
(Fecha de consulta: octubre 
2022)

El IGDR mide brechas de género en todos los indicadores, para cada una de las jurisdicciones. Con el fin de 
capturar relaciones desiguales de género, en todos los casos las brechas son el resultado del ratio entre 
valores femeninos y masculinos. El cociente refleja la proporción de mujeres en relación con la de varones. 

4  Del total de municipios, hay 73 cuyos datos no fueron relevados en ese informe. 

Igualdad de 
género, decisión 
y representación: 
un análisis en 
perspectiva 
subnacional

Tabla 1

Fuente: elaboración propia
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Con el fin de evaluar la robustez de la medida compuesta, se realizó un Análisis de Componentes 
Principales (Principal Component Analysis; de aquí en adelante, PCA). Se evalúan e interpretan los resul-
tados más adelante en el documento. 

Los resultados de los ratios correspondientes de cada indicador fueron convertidos en una escala de 
0-100, truncados en punto de igualdad. Todos los indicadores recibieron igual ponderación y fueron 
agregados aritméticamente (promedio simple) para computar el componente. Para mayor detalle sobre 
la metodología utilizada en el índice ver el Anexo I.

Igualdad de género, decisión y representación: 
un análisis en perspectiva subnacional

Ni muy iguales, ni muy desiguales: ¿cuál es el criterio que explica 
la igualdad entre los géneros?

Grado de paridad alcanzado, total por provincia, IGDR

Fuente: elaboración propia

Gráfico 1

Fuente: elaboración propia
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El Índice arroja los resultados obtenidos por las provincias de acuerdo con la agregación desarrollada 
en el apartado metodológico. Los resultados señalan qué tan cerca se encuentran las provincias 
argentinas de alcanzar la igualdad de género definida de acuerdo con los indicadores utilizados. Es 
decir, el IGDR es un recorte de la realidad; una foto cuyas figuras están definidas por los alcances y 
limitaciones dentro de las cuales se define el instrumento. 

Al observar todos los puntajes ilustrados en el Gráfico 1, vemos que en una escala de 0 a 100, repre-
sentando 100 un porcentaje de paridad total en el indicador compuesto construido, Santiago del 
Estero es la provincia que se ubica al tope del ránking, con un 71,8% de paridad en el indicador com-
puesto, mientras que el valor mínimo del ránking (el caso de la provincia de Santa Cruz) tiene un valor 
de 42,4%. Es decir, el rango efectivo de variación al interior del Índice es del 29,3 puntos. Esto marca 
que ninguna provincia está en niveles de igualdad o desigualdad de género extremos. 

Una primera conclusión que puede extraerse de estos datos es que la igualdad de género en el 
acceso a las esferas de poder no se explica por los niveles de desarrollo económico o pobreza de la 
provincia. Es decir, en Argentina las provincias más ricas no son necesariamente las más igualitarias 
en términos de género cuando se trata de toma de decisión y representación política. Estos resulta-
dos muestran evidencia en contra de las teorías que afirman que el nivel de desarrollo de las socie-
dades, asociado a la promoción de valores posmaterialistas contribuyen a avanzar en las agendas de 
género (Inglehart, 1997, 2005).

Tres observaciones: ninguna provincia está en niveles de 
igualdad o desigualdad de género extremos; las provincias 
más ricas no son necesariamente las más igualitarias en 
términos de género cuando se trata de toma de decisión y 
representación política; y no  se observa un criterio político 
partidario determinante. 

Por otro lado, como puede observarse en el Gráfico 2, el desempeño de las provincias no sigue un 
criterio regional. No hay necesariamente un contagio “institucional” en las regiones argentinas que 
se desprenda de las similitudes en función de su ubicación geográfica. Si observamos las diferentes 
generaciones de leyes de cupo — incluso en provincias que aprobaron leyes de paridad provinciales 
antes de la Ley Nacional de 2017— tampoco se observa un criterio regional que haya propiciado 
estas herramientas entre provincias vecinas. 

Finalmente, no parece haber un criterio político partidario. Cuando identificamos los diferentes par-
tidos y alianzas en el ránking, como se ilustra en el Gráfico 3, las provincias gobernadas tanto por el 
Partido Justicialista y aliados, como por partidos del Frente Juntos por el Cambio y partidos pro-
vinciales, están distribuidos sin una relación causal aparente entre signo político y participación de 
mujeres. Dado que no podemos establecer una relación entre signo político del partido y acceso o 
presencia de mujeres en el poder, concluimos en que hay otros factores que determinan el acceso y 
la promoción de herramientas de acción afirmativa (Blofield et. al., 2017).

Igualdad de 
género, decisión 
y representación: 
un análisis en 
perspectiva 
subnacional

Gráfico 2 y 3
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Grado de paridad alcanzado según componentes y total, provincias y promedio 
región, IGDR

Grado de paridad alcanzado según partido político gobernante, IGDR 

Fuente: elaboración propia

Fuente: elaboración propia Cambiemos

IGDR

PJ y aliados Partido provincial

Poder de decisión

Total Nacional

Representación política

Igualdad de 
género, decisión 
y representación: 
un análisis en 
perspectiva 
subnacional

Gráfico 2

Gráfico 3
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Como lo ha señalado la literatura relevada para otras jurisdicciones, esto sugiere que la desigualdad de 
género en el acceso al poder es un fenómeno multicausal. Al observar específicamente la desigualdad 
en los ámbitos de decisión y de representación se interrelacionan mecanismos institucionales, la his-
toria, las reglas informales y dinámicas de desigualdad que ocurren en otras arenas de disputa, pero 
que permean en los ámbitos de toma de decisión. Dado que este Índice es una observación de los 
indicadores en un momento específico en el tiempo, los resultados no permiten singularizar causas 
relevantes, pero a partir de los datos presentados es posible identificar posibles caminos a desandar 
para explicar la complejidad del fenómeno y sugerir potenciales líneas de acción para el futuro. 

El componente de poder de decisión es el que mejor explica la 
variación entre provincias: aquellas que mejor puntaje obtienen 
son las que tuvieron un mejor desempeño en los poderes 
ejecutivos, judicial y en el sector privado. Como contracara, el 
componente de representación es el que exhibe menos variación: 
veintidós de las veinticuatro jurisdicciones cuentan con leyes de 
paridad que promueven la representación de mujeres.

Para ello, debemos distinguir entre los dos componentes del Índice de Género, Decisión y 
Representación (IGDR): poder de decisión y representación política. Las diferencias entre ambos son 
a priori conceptuales. Sin embargo, se observan en los resultados algunos patrones de variación. El 
componente de poder de decisión es el que mejor explica la variación entre provincias, debido a que 
aquellas que mejor puntaje obtienen son las que tuvieron un mejor desempeño en los poderes eje-
cutivos, judicial y en el sector privado. Las provincias en las que las mujeres ocupan en mayor medida 
posiciones en estos poderes pudieron diferenciarse del resto. Como contracara, el componente de 
representación es el que exhibe menos variación, dado que veintidós de las veinticuatro jurisdiccio-
nes cuentan con leyes de paridad que promueven la representación descriptiva de mujeres. Al mismo 
tiempo, aquellas dos provincias que no cuentan con leyes de paridad exhiben resultados disímiles en 
el indicador de Poder Legislativo Provincial y ocupan las últimas posiciones en cuanto al porcentaje 
de mujeres en el Poder Legislativo. Es importante resaltar que el IGDR no cuantifica ni dimensiona la 
segregación horizontal en los ámbitos de poder de decisión y/o representación política.  

Fuente: elaboración propia

Igualdad de 
género, decisión 
y representación: 
un análisis en 
perspectiva 
subnacional

Gráfico 4

Poder de decisión Representación política IGDR

Grado de paridad alcanzado según componentes y total, IGDR
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Al desagregar los indicadores de cada componente podemos analizar otros matices. Cuando observamos 
los indicadores que hacen al componente de poder de decisión, ilustrados en el Gráfico 5, vemos que el 
Poder Ejecutivo municipal, es decir la cantidad de mujeres intendentas por provincia, es por lejos el indi-
cador con peores resultados de todo el índice. El gran porcentaje de varones en el Poder Ejecutivo local 
confirma lo que la escasa literatura al respecto señala: este alto porcentaje, superior al de los legislativos 
locales. se corresponde con el sistemático mal desempeño de las provincias  (Archenti y Albaine, 2012).

En el indicador de Poder Ejecutivo Provincial, observamos que los gabinetes tienen una media de 40,9 
puntos en el ránking; ninguna provincia llega al máximo puntaje dado que en aquellas donde el gabinete 
es paritario, quien gobierna es un varón. En la composición de este indicador, el género tiene una pena-
lización del 20%. Por este motivo, el máximo puntaje posible es 80%, como se observa en los casos de 
Santa Fe, Chaco, San Juan y Tierra del Fuego. Al intentar buscar patrones que determinen el balance de 
género en estas provincias, encontramos que los resultados arrojados no responden al género de quien 
gobierna la provincia, ni al partido político al que pertenece, así como no se encuentran corresponden-
cias con la edad o el tamaño del gabinete. Algunos de estos factores son apuntados por la literatura 
pero en el recorte temporal de nuestro Índice no podemos confirmar dichas hipótesis (Barnes, Ciocci y 
Lopreite, 2019). 

Con respecto al tercer indicador del componente poder de decisión, el Poder Judicial es el indicador 
que tiene la media más alta en términos de puntajes en el IGDR (83%). Del mismo modo, es el indicador 
en el que más provincias alcanzaron la paridad (ocho), como se observa en los casos de  Santiago del 
Estero, San Luis, Neuquén, Mendoza, Chaco, La Pampa, Formosa y La Rioja. Cuatro de estas provincias 
se encuentran entre las que  obtuvieron mejores resultados. Sin embargo, es necesario recordar que 
estamos observando tribunales superiores locales que no contemplan juzgados federales. 

Finalmente, el último indicador es el de liderazgo de mujeres en el sector privado. Tanto en este indica-
dor como en el de Poder Ejecutivo local, ninguna provincia alcanza la paridad. La provincia de San Luis 

Fuente: elaboración propia

Igualdad de 
género, decisión 
y representación: 
un análisis en 
perspectiva 
subnacional

Gráfico 5

Poder de decisión Poder Ejecutivo municipal Poder Ejecutivo provincial Poder Judicial provincial Liderazgo privado

Poder de decisión
Grado de paridad alcanzado en componente poder de decisión, provincias y 
promedio regional, IGDR
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exhibe el puntaje máximo (65%) en tanto que la media del indicador es de apenas el 51%, lo que 
equivale a  decir que por cada dos empresas lideradas por un varón encontramos una liderada por 
una mujer. De acuerdo con el índice el Poder Judicial es, entonces, uno de los espacios que continúa 
masculinizado. Sin embargo, cabe destacar que en términos de comparación regional no se trata 
de una tasa tan baja puesto que en Latinoamérica solo el 22% de las PyMEs están lideradas por 
mujeres. Además, debemos contemplar que nuestro índice solo atiende a las pequeñas y medianas 
empresas, pero no observa las multinacionales, las grandes nacionales, ni las empresas de propiedad 
mixta o estatal (BID, 2021). 

Representación política

Grado de paridad alcanzado en componente representación política, IGDR

El panorama cambia levemente al considerar el componente de representación política. Si bien 
no podemos afirmar que la paridad es la regla, como puede observarse en el Gráfico 5, existe 
menos varianza entre las provincias y tanto la media de los indicadores como de la dimensión 
agregada es superior al componente de poder de decisión. Consideramos que esto puede 
deberse, en gran medida, a las herramientas de acción afirmativa que han calado más hondo en 
los ámbitos de representación legislativa. A este respecto, es necesario destacar que todas las 
provincias tienen herramientas que promueven la participación legislativa de mujeres, aunque 
existen diferencias en sus textos y alcance. Veintidós de las veinticuatro jurisdicciones ya tienen 
leyes de paridad, mientras que Tierra del Fuego y Tucumán aún preservan sus originales leyes 
de cupo. Luego del indicador de Poder Judicial, el indicador de Poder Legislativo Provincial es el 
que más provincias paritarias presenta: un total de seis, contando Santiago del Estero, San Luis, 
Neuquén, Mendoza, Catamarca y Misiones. 

Si bien no podemos afirmar que la paridad es la regla, las 
herramientas de acción afirmativa han calado más hondo en 
los ámbitos de representación legislativa: ello explica la menor 
varianza en cuanto al componente de representación política.

Fuente: elaboración propia

Gráfico 6

Igualdad de 
género, decisión 
y representación: 
un análisis en 
perspectiva 
subnacional

Representación política Poder Legislativo municipal Poder Ejecutivo provincial Poder partidario
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Al analizar los Concejos Deliberantes, observamos que presentan una media superior al indicador 
de Poder Ejecutivo municipal (pese a que este último es el indicador más masculinizado), levemente 
menor que el legislativo provincial. Casi todas las leyes de paridad provinciales extienden el mandato 
de paridad a la conformación de listas en Concejos Deliberantes, con excepción de Catamarca. Los 
estándares de calidad de leyes de acción afirmativa recomiendan que se haga extensivo a la con-
formación de listas electorales para cargos legislativos municipales (Caminotti et al., 2018) y añaden 
también que los sistemas de paridad y cuotas electorales funcionan mejor en distritos plurinomi-
nales, con listas cerradas y bloqueadas. En estos diferentes diseños institucionales están los deta-
lles para el análisis de los indicadores de representación (Granara 2014; Archenti y Albaine, 2012). 
Finalmente, en aquellos lugares donde las leyes de paridad o cupo encuentran limitantes, se percibe 
que los puntajes provinciales descienden levemente. Es el caso del indicador de poder partidario, 
medido en términos de la cantidad de listas legislativas que compiten electoralmente por asientos 
en el Poder Legislativo Nacional y que están encabezadas por mujeres. En este caso, es el indicador 
del componente de representación con menor media y con la menor cantidad de provincias que 
alcanzan la paridad. Algunas provincias extienden los mandatos de paridad a la conformación de 
autoridades partidarias, pero solo San Luis refiere a la alternancia en el género de quien encabeza la 
lista elección a elección en dos disposiciones electorales transitorias de 2021 y 2023.

Agrupamientos provinciales

Grado de paridad alcanzado, total por grupos, IGDR

Fuente: elaboración propia. Grupos construidos por cuartiles, “Bajo” corresponde al primer cuartil, “Medio” corresponde al segundo y tercer 
cuartil, “Alto” corresponde al cuarto cuartil.

Gráfico 7

Igualdad de 
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perspectiva 
subnacional
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Mapa de calor de grado de paridad 
alcanzado, total por grupos 
(división por medias), IGDR

Mapa de calor de grado de paridad 
alcanzado, total por grupos (división 
por tercios), IGDR

Mapa de calor de grado de paridad 
alcanzado, total por grupos (división 
por cuartiles), IGDR

Fuente: elaboración propia

Gráficos 8 y 9

Gráficos 10
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Resultados disímiles aparte, las diferencias entre provincias dan cuenta de la existencia de niveles 
diferentes de igualdad de género en cada una de ellas. Para avanzar en el análisis, identificar algunos 
patrones y trazar posibles líneas de investigación de cara al futuro, agrupamos las veinticuatro juris-
dicciones en tres grandes grupos. El criterio utilizado para dicha agrupación fue inicialmente la divi-
sión entre cuartiles. Sin embargo, los puntajes obtenidos en torno a la media dieron como resultado 
que la cantidad de observaciones sea baja entre el segundo y tercer cuartil. Con lo cual, decidimos 
agrupar estos dos y obtuvimos tres grupos mayores, como se refleja en los Gráficos 6 y 7. El Gráfico 
6 ilustra el ránking global según el agrupamiento elaborado y el 7 muestra un mapa de calor que per-
mite identificar rápidamente la performance de cada provincia por indicador con respecto a la media.

Llamaremos “Grupo A” al primero, que reúne seis provincias: Santiago del Estero, San Luis, Santa Fe, 
Neuquén, Río Negro y Mendoza. Estos territorios tienen una media de 66,1%, con un valor máximo 
de 71,8% y un valor mínimo de 62,3%. Se trata de las provincias ubicadas en los primeros puestos 
del ránking y que a priori comparten los siguientes patrones. En primera instancia, cuentan con cinco 
indicadores que superan ampliamente la media. Las cuatro primeras provincias incluso alcanzan los 
ochenta puntos de igualdad en al menos cuatro de ellos. En segundo lugar, al categorizar los indicado-
res dividiendo el rango de a tres por la cantidad de grupos que analizamos, las provincias del Grupo A 
ofrecen rendimientos por encima de los valores críticos en el Poder Legislativo Provincial, sin excep-
ción. Todas ellas cuentan con leyes de paridad provinciales. Sin embargo, al analizar el legislativo local, 
Santa Fe destaca por obtener un puntaje magro en los Concejos Deliberantes. Finalmente, este grupo 
es el que exhibe un mejor rendimiento en el Poder Ejecutivo local; cinco de las seis provincias superan 
la media. Este indicador es el más masculinizado de todos y esa masculinización es constante a través 
de los tres grupos. 

El denominado “Grupo B” agrupa las siguientes once provincias: Chubut, Chaco, CABA, Córdoba, 
Catamarca, La Pampa, Misiones, Corrientes, Entre Ríos, Salta, Buenos Aires y Jujuy. Estos territorios 
tienen una media de 56,6%, con un máximo de 61% y un mínimo de 50%. Al observar sus puntajes 
desagregados por indicadores, notamos que solo en el indicador de Poder Judicial se obtienen sis-
temáticamente resultados en el tercio superior, con la excepción de Entre Ríos y Buenos Aires. En el 
resto de los indicadores se observan performances erráticas. A este respecto, destaca la masculi-
nización de la medida compuesta, que mide el Poder Ejecutivo provincial con excepción de Chaco y 
Entre Ríos (estas provincias obtienen el máximo poder posible en la medida compuesta de ejecutivos 
provinciales). El caso de Chaco es particular, en tanto obtiene resultados por encima de la media 
en cinco de los siete indicadores, y por encima del valor crítico que establece al tercio superior. Sin 
embargo, su performance en liderazgo privado y poder partidario se encuentra entre los valores más 
bajos de todo el Índice.  

El “Grupo C”, ubicado al final del ránking, agrupa a las provincias de Tucumán, Formosa, San Juan, 
Tierra del Fuego, La Rioja y Santa Cruz. Estos territorios tienen una media de 44.7%, con valores 
que oscilan entre el máximo 46% y el mínimo 42%. La paridad sólo se observa en los puntajes del 
Poder Judicial de las provincias de La Rioja y Formosa. El Grupo C presenta mejor performance que 
el Grupo B en términos de Poder Ejecutivo provincial, pero también una performance deficiente en el 
resto de los indicadores. Por otro lado, es el grupo que exhibe números más bajos en todo el compo-
nente de representación política. Esto señala que no se trata de provincias que tienen sistemática-
mente malos resultados en todos los indicadores; no obstante, en aquellos donde asumimos que las 
leyes de cuota y paridad promueven un buen y más uniforme rendimiento entre todas, este grupo no 
performea tan bien como los otros. Debe notarse cierta correspondencia con la presencia de las dos 
provincias sin paridad (Tierra del Fuego y Tucumán). Tierra del Fuego y Catamarca sólo obtienen pun-
tajes por arriba del sesenta en Poder Legislativo Provincial, mientras que Tucumán lo hace en poder 
partidario. El caso de Tierra del Fuego es paradigmático porque es una de las dos provincias que no 
tiene ley de paridad, pero está por encima de la media en ese indicador. También resulta llamativa la 
buena actuación de Formosa y Santa Cruz en el indicador de poder privado. Dos de las cuatro provin-
cias que se ubican en el tercio superior de este indicador están en el Grupo C. 

Igualdad de 
género, decisión 
y representación: 
un análisis en 
perspectiva 
subnacional
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Análisis de Componentes Principales

Para estudiar cuantitativamente el peso específico de cada indicador en el Índice de Género, Decisión 
y Representación (IGDR) se realizó un Análisis de Componentes Principales. Esta técnica permite redu-
cir las dimensiones del conjunto de datos original, que en este caso es la matriz definida por las pro-
vincias y los indicadores. El objetivo del análisis de PCA es encontrar las componentes o modos más 
significativos, que son aquellos que capturan la mayor cantidad de varianza en las variables originales 
una vez combinadas linealmente. Esto permite identificar los principales factores que subyacen en 
la estructura de poder y representación política provincial en términos de género. Los componentes 
o modos principales están ordenados por su importancia en la cantidad de varianza total que expli-
can de la matriz original. Por ejemplo, el componente principal 1 (PC1) captura la mayor cantidad de 
varianza de los datos, seguido por el componente principal 2 (PC2). En la Tabla 2 presentamos los 
resultados del PCA.

Análisis de Componentes Principales (PCA)

Poder 
Ejecutivo 
municipal

Poder 
Ejecutivo 
provincial

Poder
Judicial 
provincial

Liderazgo 
privado

Poder 
Legislativo 
municipal

Poder 
Legislativo 
provincial

Poder
partidario

Varianza 
explicada 
(%)

PC1 -0.44 0.45 -0.57 0.00 -0.33 -0.31 -0.29 33

PC2 0.32 -0.35 0.04 -0.16 -0.51 -0.68 0.18 18

PC3 0.28 0.21 -0.19 -0.84 0.36 -0.08 -0.08 17

PC4 0.31 0.10 0.37 0.06 -0.16 -0.01 -0.85 13

PC5 0.56 0.68 0.00 0.23 -0.22 0.11 0.34 9

PC6 -0.14 -0.07 0.08 -0.43 -0.66 0.59 0.06 7

PC7 0.45 -0.39 -0.71 0.19 -0.02 0.29 -0.18 2

Nota: elaboración propia con base en datos del Índice de Género, Decisión y Representación. Componentes principales (filas) ordenados según 
varianza explicada del Índice. Las Columnas 1 a 7 presentan las correlaciones entre cada una de las variables del Índice y los componentes 
principales. Columna 8 presenta la varianza explicada por cada componente principal. 

El primer componente principal (PC1) es el que explica la mayor varianza de los datos (33%) y mues-
tra niveles altos de asociación negativa con las tres variables principales: Poder Judicial Provincial 
y Poder Ejecutivo Municipal al tiempo en que señala una asociación positiva con la variable Poder 
Ejecutivo Provincial. El segundo componente principal (PC2) explica el 18% de la varianza de los datos 
y está asociado en forma negativa con los indicadores del Poder Legislativo Provincial y Municipal. El 
tercer componente principal (PC3) explica el 17% de la varianza y tiene un grado de asociación alta y 
negativa con el indicador de liderazgo privado.

El primer punto a destacar, desde una perspectiva metodológica, es que el PC1 ofrece la mayor 
varianza, un 33%. El hecho de que los componentes principales no expliquen altos porcentajes de 
varianza de los datos muestra que el peso de la explicación de los resultados no recae específica-
mente en un número acotado de variables y que no se observan altos grados de correlación entre las 
variables originales. Esto significa que no hay variables redundantes, ni doble contabilización y que 
efectivamente se está midiendo un fenómeno analizable mediante múltiples variables.

El hecho de que en los tres principales componentes se observen asociaciones de distinto signo en 
muchas de las variables que explican los principales componentes (que denotan correlación positiva 
o negativa entre la variable y el componente) muestra que no hay una relación lineal positiva entre 
los indicadores que contribuyen a explicar globalmente el IGDR. Es decir, el proceso de igualación en 
la participación de mujeres en los sectores de poder provinciales no es lineal ni se pueden notar en 
paralelo avances en las esferas ejecutivas, legislativas, judiciales y empresariales. Por el contrario, se 
evidencian desempeños muy disímiles en cada uno de estos indicadores. 

Fichas 
provinciales

Tabla 2
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El proceso de igualación en la participación de mujeres en los 
sectores de poder provinciales no es lineal ni se pueden notar 
en paralelo avances en las esferas ejecutivas, legislativas, 
judiciales y empresariales.

Estos resultados devienen un antídoto para cualquier interpretación que intente explicar global-
mente la incorporación de mujeres a partir de procesos unidireccionales, así como busque afir-
mar la existencia obligatoria de una diseminación horizontal de los procesos de incorporación 
en cada una de las esferas de poder. En oposición, los datos sugieren que las posibilidades de 
acceso de las mujeres a las élites provinciales no logran consolidar espacios de poder transver-
sales (entre distintas esferas de poder). Retomaremos estos hallazgos y sus implicancias en las 
conclusiones del trabajo. 

Fichas provinciales

El Anexo II incluye fichas provinciales que detallan los resultados de cada jurisdicción y que se 
encuentran compuestas por tres secciones. 

En la primera, se observa el puesto de la provincia en todo el país y en su región, al tiempo en que 
debajo se especifica el porcentaje final tras la agregación de todos los indicadores. Este porcen-
taje se lee como el grado de igualdad alcanzado en forma agregada (siendo 100% la paridad total). 
Finalmente se pueden encontrar datos contextuales que alimentan la interpretación de los indicado-
res del índice, debajo del mapa y la ubicación de la provincia.  

En la segunda sección se observan los porcentajes obtenidos por provincia en cada indicador. 
Debajo se especifican los porcentajes obtenidos por cada provincia entendidos como el resultado 
del ratio estandarizado del valor femenino sobre el masculino. Se lee, por ejemplo, “Buenos Aires 
obtiene un puntaje de cuatro en una escala de cero a cien en igualdad de género siendo cien una 
representación equitativa de varones y mujeres o, dicho de otro modo, por cada cien varones hay 
cuatro mujeres intendentas.” De igual modo, se pueden ver los promedios de los porcentajes de 
todas las provincias por indicador y los porcentajes de presencia de mujeres (a partir de los cuales se 
elaboraron los ratios de la columna del puntaje provincial). 

En la tercera sección de la ficha provincial, se sintetizan tres datos destacados que recogen: 1) un 
indicador de buen desempeño de la provincia; 2) un indicador donde quedan saldos pendientes 
en términos de género, decisión y representación y 3) el área de género de mayor jerarquía en la 
provincia. Este último dato se obtuvo de la página del Ministerio de Mujeres, Géneros y Diversidad, 
GenerAR5. 

Ver anexo II.

5  Disponible en https://mapagenerar.mingeneros.gob.ar/

Conclusiones
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Conclusiones

• El Índice muestra heterogeneidad en el nivel de participación de mujeres en las esferas del poder 
político, económico y judicial en las distintas provincias. A su vez, dicho nivel de participación no 
es explicado por el nivel de desarrollo económico de las provincias.   

• Existe variación hacia el interior de las provincias con respecto a sus niveles de igualdad en los 
componentes de poder de decisión y representación política.

• La variabilidad del componente poder de decisión tiene mayor capacidad explicativa de la posi-
ción provincial en el Índice. 

• No nos encontramos en un camino lineal hacia la igualdad de género. Los avances en una esfera 
no implican necesariamente un efecto de contagio en otra, puesto que hay realidades locales a 
contemplar. 

• Las herramientas de acción afirmativa aumentan la representación descriptiva donde se han apli-
cado. Sin embargo, hay margen para extender y diversificar estas herramientas hacia otros ámbitos 
de toma de decisión.

• Las propuestas de acción que no contemplen diagnósticos de situación y realidades provinciales 
podrían no ser apropiadas para generar cambios. 

Los hallazgos presentados aquí con base en el Índice de Género, Decisión y Representación comple-
mentan la evidencia producida por académicas y las publicaciones y bases de datos generadas por 
organizaciones de la sociedad civil, la cooperación internacional y el Estado Federal. Asimismo, el docu-
mento pone a disposición un conjunto de datos inéditos sobre la presencia de mujeres en ámbitos de 
decisión y representación provincial que podrá servir de evidencia en futuras reformas institucionales 
y en el monitoreo social de avances y retrocesos. Finalmente, los datos aquí presentados pueden ali-
mentar nuevas contribuciones teóricas y metodológicas para solidificar el camino hacia la igualdad en la 
integración real al poder. 

Analicemos, a modo de ejemplo, algunas de las hipótesis que se podrían explorar en futuras investi-
gaciones. Un primer análisis de los rendimientos provinciales por indicador de forma agregada y por 
grupo de provincias sugiere en qué medida la agencia puede determinar el rendimiento de las provin-
cias. En ese sentido, los y las gobernadoras parecieran ser la principal palanca de cambio si se explora 
una interpretación verticalista6. Sin embargo, los gobernadores no son los únicos que pueden actuar 
de cuidadores (gatekeepers) o actores responsables de la mayor inclusión de mujeres. La presencia 
de partidos provinciales de larga data podría también ser fuente de la generación de carreras políticas 
bajo la protección de quien gobierna o, por el contrario, estos partidos podrían explicar la existencia de 
estructuras muy rígidas que dificultan la competencia interna y la promoción de mujeres candidatas. Del 
mismo modo, la presencia de partidos provinciales o partidos más nuevos con estructuras más flexibles 
podría ser otro factor con la capacidad de explicar un mayor acceso de las mujeres al poder, al menos, 
en algunos indicadores. En ese sentido, cabe tener en cuenta que dos de las nueve gobernadoras en la 
historia argentina fueron electas por partidos provinciales.

Otra hipótesis, desarrollada por la literatura local sobre el género en los poderes ejecutivos subna-
cionales, señala que las mujeres tienen más dificultades para su acceso en aquellos casos donde 
hay menos vacancias, dependiendo de la cantidad de puestos de poder a repartir (Barnes, Ciocci y 

6  Si bien no hemos encontrado este hallazgo en la literatura sobre género y participación política,  se  puede detectar en la literatura 
subnacional sobre representación política. Ver: Gervasoni, C. y Nazareno, M. (2017) y Tchintian, C. (2009).
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Lopreite 2019). Los resultados de nuestra agregación, sin embargo, no permiten sostener esta con-
clusión. Por ejemplo, en el caso de los gabinetes provinciales, el balance de género no depende de su 
tamaño. Lo mismo ocurre al observar el indicador de presencia de mujeres en los poderes ejecutivos 
municipales. Las dos provincias con más municipios del país (Córdoba y Buenos Aires) se encuentran 
en extremos diferentes de este ránking en particular. 

Otro conjunto de propuestas teóricas propone observar los indicadores subnacionales de presencia 
bajo el prisma de las trayectorias políticas de las mujeres. En el caso del Índice de Género, Decisión 
y Representación (IGDR), y específicamente respecto del indicador de Poder Judicial, es posible ras-
trear la feminización de los tribunales de alzada puesto que se presume que sus integrantes han 
avanzado en la carrera judicial de tribunales o secretarías de menor rango. En estos casos, pode-
mos ver que la presencia de mujeres en este Poder es más elevada en comparación al Ejecutivo o 
el Legislativo provincial. Esto puede deberse a la estabilidad en las trayectorias profesionales de las 
mujeres que deciden hacer la carrera judicial o a las reglas institucionales de promoción. Pese a que 
los datos recopilados no permiten observar patrones de segregación horizontal, futuras investiga-
ciones deberían comparar la presencia de mujeres por fueros en la justicia ordinaria provincial. Esto 
es, a fin de confirmar el impacto, si existiere, de la segregación horizontal basada en el género, con 
frecuencia detectada por indagaciones sobre el sistema de justicia.

El Poder Legislativo es el siguiente sector más feminizado. Aquí, en tanto las herramientas de acción 
afirmativa se concentran en el acceso pero no en las trayectorias, si asumimos que la tasa de reelec-
ción es baja como ocurre a nivel nacional, podría indagarse sobre una serie de cuestiones: los esta-
dios de la carrera política de las mujeres que cumplen mandatos en las legislaturas provinciales, los 
potenciales cuellos de botella para pasar a formar parte de otros ámbitos institucionales, entre otras 
dimensiones estudiadas por la literatura que se concentra en el pipeline de las carreras de integra-
ción al poder público y económico. En línea con la hipótesis de la sostenibilidad de la trayectoria, una 
posible ruta de estudio es que la presencia de mujeres en estos espacios no garantice la posibilidad 
de extender sus carreras o bien de integrarse plenamente a los cargos de toma de decisión (Tula, 
2004; Granara, 2014). 

Para continuar con el hilo que proponen estos interrogantes, podríamos retomar la observación reali-
zada por distintas académicas sobre las diferentes generaciones de leyes de paridad, esto es, los dife-
rentes momentos históricos en los que se sancionaron las leyes de paridad provinciales. El objetivo de 
este análisis es explicar por qué tres de las nueve provincias que se ubican en el primer agrupamiento 
propuesto (el Grupo A) figuran entre  las primeras en sancionar leyes de paridad propias, incluso antes 
de la Ley Nacional (como son los casos de Córdoba, Río Negro y Santiago del Estero). En ese sentido, 
sería pertinente explorar si la promoción del acceso en un poder del Estado provincial —que precisa-
mente tiene bajas tasas de reelección— no fue el catalizador para que esas mujeres continúen sus 
carreras en otros ámbitos, abonando a los buenos rendimientos de estas tres provincias.

Por otro lado, futuras indagaciones podrían explorar el impacto de otro tipo de variables que apuntan 
al análisis de la alternancia en el poder y la duración y reelección de los mandatos. Las dos provincias 
que lideran el ránking contaron con dos gobernadoras mujeres pertenecientes a familias de impor-
tante historia política en sus territorios. En otra dirección, se podría analizar la introducción de muje-
res como candidatas o funcionarias a la luz del nivel de competencia electoral en la provincia. Aquí 
la literatura disponible apunta a que en aquellas provincias donde la competencia electoral es más 
ajustada, los gobiernos provinciales y los partidos gobernantes tendrán más incentivos para sumar 
mujeres y ampliar su base electoral (Barnes, Ciocci y Lopreite, 2019). 

De los análisis de PCA se desprende que no hay un progreso lineal de avance global en cada una de 
las esferas de incorporación de mujeres. Esto sugiere la inexistencia de un gran progreso global de 
incorporación, como postulan, por ejemplo, las teorías de la modernización (Inglehart 1997). Tampoco 
parece observarse un proceso de avance horizontal y secuencial en el que la mayor cantidad de 
mujeres en ciertas esferas dé lugar a mayor presencia en otras. Por el contrario, la incorporación 
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de mujeres pareciera estar explicada por una multiplicidad de microprocesos que dan lugar a una 
incorporación en ciertos ámbitos o nichos específicos. Queda por evaluar, a medida en que nuevos 
estudios incorporen evidencia longitudinal, si dichos procesos permiten una consolidación de la pre-
sencia de mujeres en esos nichos, o si, por el contrario, esa incorporación es errática.

Por último, otro factor a analizar es la medida en la que la incorporación de las mujeres está estimu-
lada por la movilización de la sociedad civil, en particular por el movimiento feminista. La observación 
con técnicas de investigación inferencial podría llevar a verificar el impacto de los niveles de orga-
nización y movilización feminista en las provincias. También se podría constatar si  los movimientos 
feministas provinciales promueven la incorporación de mujeres “desde abajo”  o bien si se trata de 
decisiones “desde arriba”.  

Hasta aquí solo presentamos algunas de las múltiples ideas que podrían estudiar futuros proyectos 
de investigación académica o aplicada, que a su vez deberían diseñarse con base en los desarrollos 
de la literatura disponibles en el país y más allá de sus fronteras. No obstante, la pregunta por la incor-
poración de mujeres a ámbitos de decisión y representación no es sólo un campo de preocupación 
académica. Nos parece clave concluir el informe con algunos de sus principales hallazgos de cara a 
la incidencia más concreta en el plano de las políticas públicas provinciales. Es decir, consideramos 
central identificar qué factores explican los distintos grados de incorporación de las mujeres al poder 
dado que esto contribuye a establecer una teoría del cambio para la acción y permite orientar a orga-
nismos y agencias interesadas a determinar hacia dónde deberían dirigirse sus iniciativas.

En ese sentido, se pueden señalar algunos cursos de acción que no solo apuntan al accionar de 
los gobiernos subnacionales sino también de las fuerzas políticas que tienen expresión en todo el 
territorio. En primera instancia, dada la participación relativamente paritaria en las listas legislativas, 
resulta evidente que es necesario enfocar la recolección de evidencia en las expresiones concretas 
de paridad respecto de la segregación horizontal. Es decir, el desafío puede ser asegurar que las 
fuerzas políticas distribuyan entre aquellos distritos donde presentan listas opciones electorales que 
tengan de forma paritaria encabezamientos igualitarios de ambos géneros (Tula y Martín, 2021).

En segundo lugar, parece clave identificar cuáles han sido con base en la experiencia práctica los 
mejores mecanismos formales e informales para promover el acceso y la integración real de muje-
res al poder en aquellos espacios donde lo han logrado y en qué medida podrían ser trasladables a 
ámbitos donde todavía no hay herramientas de acción afirmativa. ¿Deberíamos utilizar las mismas 
herramientas para todas las provincias y todos los actores por igual? A priori, podríamos decir que 
los contextos disímiles de las provincias sugieren que los estándares de exigencia pueden variar pero 
también es cierto que en los casos donde se aplicaron instrumentos como el cupo o la paridad, el 
acceso mejoró. Por lo tanto, es necesario implementar algún tipo de medida que promueva la inclu-
sión de más mujeres y encarar el estudio de las experiencias de sostenibilidad, avance y acceso a 
recursos en la construcción de sus trayectorias de integración real al poder provincial. El siguiente 
paso lógico es diseñar medidas para emparejar la participación de mujeres en la composición minis-
terial de los gobiernos provinciales, su circulación por ámbitos ejecutivos municipales y su eventual 
ascenso a la gobernación. La interacción entre el movimiento entre el plano federal y el provincial 
será otra de las dimensiones claves a observar en el estudio de trayectorias destinado a reconocer 
los procesos de integración sustantiva de las mujeres al poder político y económico.  

Finalmente, si bien no se pueden establecer cuotas para cargos electivos a puestos ejecutivos o para 
distritos uninominales, sí existen otras formas de promover la paridad en la conformación de listas. 
A la mencionada paridad horizontal se pueden agregar buenas prácticas como extender por ley el 
uso del binomio varón-mujer para la fórmula electoral a la gobernación. Es el caso de lo ejecutado en 
Entre Ríos y La Pampa, con la fórmula para gobernador o gobernadora, estableciendo que la boleta 
debe contener una fórmula varón-mujer o mujer-varón.

Conclusiones
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Anexo I: Metodología

El componente poder de decisión está compuesto por cuatro indicadores. El primero de ellos es 
un indicador de acceso de las mujeres al Poder Ejecutivo Municipal, que contempla la cantidad 
de intendentas en cada provincia argentina. Este indicador se operacionaliza como el ratio de 
mujeres sobre varones que ocupan dicho cargo. En el caso de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires se tomaron presidentes de juntas comunales7. La incorporación de esta dimensión res-
ponde a una inquietud de la literatura feminista, en tanto los gobiernos locales podrían promover 
la ciudadanía de las mujeres por el efecto democratizador de la cercanía con la población y, más 
específicamente, a los grupos con mayores vulnerabilidades y discriminaciones. La proximidad 
institucional ofrecería oportunidades para la expresión colectiva de las demandas sociales ante 
las autoridades y operaría, favorablemente, para el acceso de las mujeres a la política institu-
cional local (Rodríguez Gustá, 2017). Los datos fueron obtenidos de los relevamientos territo-
riales de democracia paritaria del Ministerio del Interior de la Nación (Ministerio del Interior de la 
Nación, 2022). 

El segundo indicador de este componente es una medida compuesta para medir Poder 
Ejecutivo Provincial. Se trata de una composición ponderada entre el género de quien gobierna 
la provincia y el ratio entre mujeres y varones que componen el gabinete provincial. El peso asig-
nado al género del mandatario es del 20% y el 80% restante para la composición de género en 
el gabinete. Al tratarse de un Índice que busca premiar la paridad y la diversidad en los espacios 
de toma de decisión, decidimos ponderar ambos indicadores en tales proporciones a modo de 
no sobrepenalizar aquellos casos en donde hay un gobernador varón con un gabinete paritario. 
Se elaboró una base propia a partir de los organigramas provinciales disponibles en línea y, en 
caso de no hallar información en los sitios institucionales, acudimos a fuentes secundarias. La 
última actualización de esta base propia data de octubre de 2022. Debido a la falta de registro 
del género autopercibido de cada integrante de los gabinetes, este  fue asumido en función del 
nombre de pila que figura en el organigrama. 

El tercer indicador es la brecha en acceso al Poder Judicial Provincial, es decir, el ratio entre 
mujeres y varones que lo integran.  Se consideran las categorías de magistrados y magistradas 
de las justicias ordinarias de las provincias, como también ministras y ministros de los Tribunales 
Superiores provinciales. Utilizamos como fuente el Mapa de Género de la Justicia Argentina, de 
la Oficina de la Mujer de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.  

El cuarto indicador es el liderazgo privado. Para ello consideramos el ratio entre MiPyMES lide-
radas por mujeres sobre aquellas lideradas por varones. Para ello, utilizamos  el trabajo estadís-
tico elaborado por Rojo, Benítez, Schteingart y Laham (2022) a partir del sistema de información 
de la SEPYME sobre la base del Registro Mipyme y el padrón de contribuyentes de AFIP en el 
año 20208.Siguiendo a quienes son autoras/es del documento consideramos que una empresa 
está liderada por una mujer según el siguiente criterio: a) en el caso de empresas que son per-
sonas físicas se considera liderazgo femenino los casos en que la titular es mujer, b) en el caso 
de empresas que son personas jurídicas se considera liderazgo femenino si al menos el 51% de 
la composición accionaria está en manos de mujeres o si el 25% de la composición accionaria 
está en manos de mujeres y al menos uno de los miembros del directorio es una mujer. 

7  CABA está dividida en catorce unidades descentralizadas llamadas “comunas”, presididas por un presidente y siete comuneros que 
componen la Junta. A efectos del Índice y dada esta organización administrativa, se consideraron a los presidentes comunales como 
análogos a los intendentes en las provincias divididas en municipios. 
8  Agradecemos el habernos facilitado el acceso a las bases de MiPyMEs a Daniel Schteingart, quien se desempeñara como titular 
del Centro de Estudios para la Producción (CEP XXI). Todos los errores u omisiones son exclusiva responsabilidad de lo/as autores/as. 
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Por su parte, el componente de representación política está compuesto por tres indicadores. El 
primero de ellos, Poder Legislativo Municipal, es el ratio entre mujeres concejalas sobre varones 
concejales. En el caso de CABA, se consideró a las Juntas Comunales análogas a los Concejos 
Municipales y a los comuneros que las componen similares a los concejales de dichos conce-
jos. La fuente utilizada fue la misma que para los ejecutivos locales: el Relevamientos Territoriales 
de Democracia Paritaria del Ministerio del Interior de agosto de 2022. 

El segundo indicador del componente de Representación es el Poder Legislativo Provincial, 
que es el ratio entre mujeres y varones en las Legislaturas provinciales. Para mantener con-
sistencia metodológica, dado que algunas provincias tienen poderes legislativos unicamerales, 
tomamos solamente las cámaras bajas en aquellas provincias con  donde existen tanto Cámara 
Baja como Cámara Alta. Dado que las Cámaras Bajas generalmente se conforman siguiendo un 
criterio poblacional, resulta más sencillo comparar los datos correspondientes a las Cámaras de 
Diputados son aquellos obtenidos en las legislaturas unicamerales (Granara, 2014). La fuente 
utilizada fue la web Legislaturas Conectadas de la Red Interparlamentaria. 

El último indicador de este componente es el de Poder partidario, medido como el ratio entre 
mujeres sobre varones que encabezan listas electorales al Congreso de la Nación. Con el obje-
tivo de obtener valores para todas las provincias, contemplamos la última elección general 
de 2021 para la Cámara de Diputados y las últimas tres elecciones generales para el Senado 
(2017-2019-2021), dada la renovación de a tercios de dicho cuerpo con provincias que renue-
van cada seis años. En este caso, entendemos que el poder partidario de las mujeres se expresa 
en su habilidad de negociar y ubicarse como cabezas de listas de modo tal que aseguren  así 
su ingreso. La Ley 27.412 de Paridad de Género, que establece que las listas deben estar com-
puestas por un 50% de mujeres alternando candidatos varones con candidatas mujeres en su 
composición contempla la participación en paridad de las mujeres. Sin embargo, los nombres 
que encabezan la lista resultan de negociaciones entre miembros del partido. Esto se exacerba 
además en aquellos distritos de baja magnitud donde la alocación de asientos por distrito es 
más competitiva, así como en las listas al Senado, donde la primera minoría obtiene una sola 
banca y, por ende, solo ingresa al cuerpo quien encabeza la lista. 

En todos los casos, los resultados de los ratios fueron convertidos en una escala de 0-100, 
truncados en punto de igualdad. Es decir que en los casos en los que la participación de mujeres 
excede la masculina los resultados se truncan en 100. De este modo, los resultados pueden ser 
interpretados como un porcentaje del grado alcanzado de paridad en cada uno de los indicado-
res o en las medidas agregadas. Además, vale aclarar que los puntajes finales de cada indicador 
fueron redondeados a números enteros. 

Si el total sobre el cual se calcula la distribución de mujeres y varones (en la cantidad de inten-
dencias, ministerios, puestos judiciales asientos legislativos o listas electorales de cada provin-
cia) era impar, se consideró lograda la paridad en tanto el valor femenino alcanzaba el número 
entero inferior al del total dividido dos. Esto resulta en una menor exigencia para lograr la paridad. 

Todos los indicadores recibieron igual ponderación y fueron agregados aritméticamente (prome-
dio simple) para computar el componente. Luego, ambos componentes se agregaron de forma 
geométrica, lo que implica que solo haya una compensación parcial de los resultados cuando 
el desempeño entre componentes es muy desigual. La agregación aritmética, por otra parte, 
permite una compensación total. De este modo, se penaliza un desempeño muy desigual entre 
componentes.

Anexos

https://www.legislaturasconectadas.gob.ar/Legislaturas/Argentina
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Anexo II: Fichas provinciales

Aquí se puede acceder a la totalidad de las fichas provinciales 
elaboradas a partir del Índice subnacional de Género, Decisión y 
Representación.

Anexos

https://fund.ar/wp-content/uploads/2023/03/FU_Genero_Fichas_Indice_Final.pdf
https://fund.ar/wp-content/uploads/2023/03/FU_Genero_Fichas_Indice_Final.pdf
https://fund.ar/wp-content/uploads/2023/03/FU_Genero_Fichas_Indice_Final.pdf
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Sobre Fundar

Fundar es un centro de estudios y diseño de políticas públicas que promueve una agenda de desa-
rrollo sustentable e inclusivo para la Argentina. Para enriquecer el debate público es necesario tener 
un debate interno: por ello lo promovemos en el proceso de elaboración de cualquiera de nuestros 
documentos. Confiamos en que cada trabajo que publicamos expresa algo de lo que deseamos 
proyectar y construir para nuestro país. Fundar no es un logo: es una firma.

Trabajamos en tres misiones estratégicas para alcanzar el 
desarrollo inclusivo y sustentable de la Argentina:

Generar riqueza. La Argentina tiene el potencial de crecer y de elegir cómo hacerlo. Sin crecimiento, 
no hay horizonte de desarrollo, ni protección social sustentable, ni transformación del Estado. Por eso, 
nuestra misión es hacer aportes que definan cuál es la mejor manera de crecer para que la Argentina 
del siglo XXI pueda responder a esos desafíos.

Promover el bienestar. El Estado de Bienestar argentino ha sido un modelo de protección e inclusión 
social. Nuestra misión es preservar y actualizar ese legado, a través del diseño de políticas públicas 
inclusivas que sean sustentables. Proteger e incluir a futuro es la mejor manera de reivindicar el espíritu 
de movilidad social que define a nuestra sociedad.

Transformar el Estado. La mejora de las capacidades estatales es imprescindible para las transfor-
maciones que la Argentina necesita en el camino al desarrollo. Nuestra misión es afrontar la tarea en 
algunos aspectos fundamentales: el gobierno de datos, el diseño de una nueva gobernanza estatal y la 
articulación de un derecho administrativo para el siglo XXI. 

En Fundar creemos que el lenguaje es un territorio de disputa política y cultural. Por ello, sugerimos que 
se tengan en cuenta algunos recursos para evitar sesgos excluyentes en el discurso. No imponemos 
ningún uso en particular ni establecemos ninguna actitud normativa. Entendemos que el lenguaje in-
clusivo es una forma de ampliar el repertorio lingüístico, es decir una herramienta para que cada perso-
na encuentre la forma más adecuada de expresar sus ideas.
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